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Resumen
A pesar de la heterogeneidad de los entes locales existentes en el medio rural guipuzcoano en época 
moderna, esta diversidad no impide observar en ellos unos elementos comunes. Por lo general estas 
entidades rurales eran comunidades que se encontraban bajo la jurisdicción de las villas, y en las si-
guientes líneas queremos tratar brevemente algunos aspectos relativos a su organización institucional, 
a su organización social y a la gestión de sus bienes comunales. Por otro lado, sólo atendiendo a ciertos 
aspectos institucionales, como es la concepción de los habitantes de estos lugares sobre su relación de 
integración y subordinación respecto a las villas, y a categorías sociales, como son la vecindad y los 
derechos de vecindad, se entiende la formación del régimen de acceso a los aprovechamientos en los 
bienes comunales y la definición de la titularidad de éstos como propiedad vecinal. 
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The Guipuzcoan rural communities in the Modern Age
Abstract
Despite of the heterogeneity of the localities in the rural world in Guipúzcoa during the Modern Age, 
and despite of their local particularities, this diversity does not exclude the common elements among 
these localities. These rural entities used to be communities that were subordinated to jurisdiction of the 
villages, and in this paper we want to explain briefly certain elements of their institutional organisation, 
their social organisation and the management of their common goods.
Keywords
Rural community; Guipúzcoa; house; neighbourhood; common goods.
Introducción
Tratamos habitualmente como medio rural guipuzcoano a las poblaciones y aldeas de-
pendientes de las villas, lugares que en época moderna recibieron las denominaciones de uni-
versidad, comunidad, lugar, población, anteiglesia, etc. También recibieron distintos nombres 
sus representantes y oficios, y eran diferentes los procedimientos de elección de sus cargos. 
Dada la diversidad institucional y los particularismos locales propios del Antiguo Régimen, 
no es posible realizar una caracterización válida a todas las comunidades, no obstante, existen 
semejanzas en sus sistemas de organización y en sus vertebraciones.
Por ejemplo, un elemento común a todas ellas era su relativa cercanía a las villas, po-
blaciones que con frecuencia venimos considerando como centros urbanos respecto a los luga-
1 * Esta comunicación recoge una síntesis de la tesis doctoral Comunidades, vecindad y comunales en Guipúzcoa 
durante la Edad Moderna, defendida el año 2011 en la Universidad del País Vasco. Esta tesis ha sido dirigida por 
los profesores Iñaki Reguera Acedo y José Luis orella Unzué y para su elaboración ha contado con la concesión 
de una beca predoctoral del Dpto. de Educación, Universidades e Investigación del Gobierno Vasco.
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res y las aldeas dependientes2. Guipúzcoa era un territorio de pequeña extensión con una alta 
densidad de núcleos habitados con rango de villa, y la proximidad geográfica entre unas y otras 
poblaciones, así como a sus actividades y a sus mercados, favorecía la comunicación fluida 
entre los hombres de las aldeas y de las villas. Esta circunstancia no nos permite considerar a 
las comunidades dependientes guipuzcoanas como entidades estrictamente rurales. Además, las 
actividades que se desarrollaban en estas poblaciones no eran exclusivamente agrarias. La po-
breza del suelo guipuzcoano para el cultivo de cereal a causa del constante lavado de nutrientes, 
unida a las condiciones orográficas del territorio, que sólo posibilitaban el trabajo de parcelas 
de pequeña extensión y muchas veces en pendiente, condicionó a los habitantes del medio ru-
ral a diversificar sus medios de vida. Así, para lograr el sostenimiento de la economía de sus 
casas, estos hombres compaginaron las labores que realizaban en pequeñas parcelas de tierra y 
huertas, con ocupaciones ganadero-forestales, tareas artesanales, trabajos en ferrerías, molinos, 
y otras actividades que consideramos protoindustriales.
A través de las siguientes líneas queremos tratar otros tantos elementos comunes de la 
organización de estas comunidades, y en concreto, de su organización institucional, de su orga-
nización social a nivel local, y del uso y la gestión de sus bienes comunales.
La organización institucional
Comunidad, jurisdicción y territorio
En la configuración territorial de las jurisdicciones que se va formando tras la fundación 
de villazgos en Guipúzcoa en época bajomedieval, las villas cobraron un papel director y ar-
ticularon el entramado provincial durante la Edad Moderna3. Desde las villas se organizaba la 
tierra que quedaba bajo su jurisdicción, pero la dirección de éstas como cabezas jurisdiccionales 
no negó ni eliminó la existencia de otros cuerpos ni de jurisdicciones en ellas. La autoridad de 
las villas sobre las aldeas o comunidades de su término competía principalmente en lo relativo 
a la jurisdicción civil y criminal, y no a su gobierno político ni al gobierno económico interno 
de las comunidades4. Con ello, aunque los habitantes de estas comunidades no constituyeron un 
porcentaje importante de la población guipuzcoana, sus gobiernos locales administraron unos 
términos que en muchos casos suponían una extensión considerable de los términos jurisdic-
cionales de las villas.
2 Aunque no fuese lo habitual, ciertas poblaciones guipuzcoanas que adquirieron el título de villa en época moder-
na podían ser consideradas, a efectos económicos, sociales y también urbanísticos, como poblaciones de carácter 
rural en relación a otros lugares que continuaban siendo entidades dependientes.
3 TRUCHUELO, S. (2001). “Resistencia de las corporaciones locales guipuzcoanas al modelo de estructuración 
provincial (siglos XVI-XVII)”. En Porres, M. R. (dir.). Poder, resistencia y conflicto en las Provincias Vascas 
(siglos XV-XVIII). Bilbao: Universidad del País Vasco, p. 219.
4 Declaraciones en este sentido realizan los vecinos del lugar de Leaburu, de la jurisdicción de Tolosa (AMT 
(Archivo Municipal de Tolosa), E/6/III/16/8, fol.152. Años 1770-1772), de la tierra de Aizarnazábal, jurisdicción 
de Zumaya (AGG (Archivo General de Guipúzcoa), JD IM 1/18/63. Año 1703), de la universidad de Lezo, juris-
dicción de Fuenterrabía (AGG, JD IM 1/18/57. Año 1685), de la comunidad de Aguinaga, jurisdicción de Usúrbil 
(AGG, Co LCI 934, fol. 33 rº. Año 1636), o de la anteiglesia de Guesalibar, jurisdicción de Mondragón (ARChV 
(Archivo de la Real Chancillería de Valladolid), Pleitos Civiles, Masas, Fenecidos, Caja 1887/1, 2ª legajo, fol. 237 
rº. Años 1701-1736).
733Estibaliz González Dios
Las comunidades rurales guipuzcoanas durante la Edad Moderna
A lo largo de la Edad Moderna nos encontramos frente a una variedad de situaciones en 
cuanto a la integración y relación de las comunidades con las villas, e igualmente la evolución 
de las relaciones de las comunidades con sus respectivas cabezas jurisdiccionales fue diferente. 
Además de ello, la evolución de la organización interna de unas y otras también fue distinta; 
mientras algunos lugares mantuvieron una organización vecinal cuyo aparato institucional era 
poco complejo, en otras comunidades llegaron a formar un complejo institucional a semejanza 
del cuerpo concejil de la villa.
En cuanto a la definición del ámbito de la comunidad, ésta no tenía por qué correspon-
derse con la aldea o con el concejo5, ni la comunidad o el concejo con el término parroquial6. 
Los mismos elementos que formaban una determinada comunidad no tenían por qué hallarse 
bajo una misma jurisdicción. En ciertos lugares nos encontramos con casas que formaban una 
misma comunidad y que dependían de jurisdicciones de diferentes villas7, y en cambio, la con-
sideración de sus vecinos era la de ser una unión de casas y no un territorio fragmentado entre 
administraciones. Entre los habitantes de la comunidad prevalecía el reconocimiento de perte-
nencia a ella como un conjunto diferenciado. El elemento aglutinador era la comunidad antes 
que el municipio8 en tanto que ésta era el espacio vital más próximo y el organismo político 
inmediato del que los vecinos formaban parte. Pero esta identificación de los vecinos con el 
ámbito de la comunidad se realizaba sin renunciar a la condición de vecino de una u otra villa, 
ni a los derechos o privilegios que podían obtener por pertenecer a su jurisdicción9.
La casa en el entramado comunitario
 
En el siglo XVI en los lugares existían unas casas que eran donadas, compradas o arren-
dadas con aprovechamientos en los términos y montes comunales de la comunidad, mientras 
que otras casas eran vendidas o arrendadas sin parte ni aprovechamientos en ellos. En fechas 
entradas de época moderna esa diferenciación se atribuyó a que determinadas casas del lugar 
eran poseedoras de los derechos de vecindad, derechos entre los que se incluían el acceso a los 
aprovechamientos en los comunales10. La atribución de la calidad de vecinal a una casa impli-
5 MANTECóN, T. A. (1997). “Territorio, poderes y actitudes hacia el crimen en la moderna Cantabria rural”. En 
Fernández Albaladejo, P. (coord.). Monarquía, Imperio y Pueblos en la España Moderna. Alicante: Universidad 
de Alicante-Caja de Ahorros del Mediterráneo-A.E.H.M, p. 759.
6 MANTECóN, T. A. (1997). Conflictividad y disciplinamiento social en la Cantabria rural del Antiguo Régimen. 
Santander: Universidad de Cantabria-Fundación Marcelino Botín, p. 111; Véase también SAAVEDRA, P. (1985). 
“Comunidades campesinas, xurisdiccións e partidos na Galicia da Idade Moderna”. Revista de Administración 
Galega, 2, p. 115; BALBoA, X. (1990). O monte en Galicia. Vigo: Edicións Xerais, p. 64.
7 En Guipúzcoa encontramos, entre otros, los casos de la población de Lasarte, del valle de Mendaro, del barrio de 
Alegría o del barrio de Elcano.
8 VASSBERG, D. E. (1996). The village and the outside world in Golden Age Castile. Mobility and migration in 
everyday rural life. Cambridge: Cambridge university press, p. 11.
9 Por ejemplo, aún a principios del siglo XIX los lugares de Alza, las Artigas, Ibaeta e Igueldo reclamaron a San 
Sebastián la parte que les correspondía en los Montes Francos del Urumea, alegando que eran interesados en es-
tos montes como vecinos que eran de esta villa (AHN (Archivo Histórico Nacional), Consejos suprimidos, Leg. 
35999/Exp. sn, legajo 1º. Años 1816-1817; AMSS (Archivo Municipal de San Sebastián), C/5/I/1687/7. Años 
1815-1844. Papeles sueltos. Carta de Ángel Pérez a San Sebastián a 2 de Agosto de 1820).
10 Sobre el proceso de atribución de la vecindad a una serie de casas y la diferenciación entre ellas véase GoN-
ZÁLEZ DIoS, E. (2009). “Casa y vecindad como elementos de organización en el territorio: algunos ejemplos de 
comunidades guipuzcoanas en época Moderna”. En Barraqué, J-P. et Sénac, P. (recops.). Habitats et peuplement 
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caba el reconocimiento de su pertenencia a la comunidad y, en la concepción de los vecinos, 
sólo las casas vecinales componían la comunidad11. Las demás casas existentes en el lugar no 
formaban parte de ella y sólo se consideraba vecino a aquél que poseía una de estas casas; el 
resto de habitantes en el lugar eran moradores o inquilinos, no vecinos12.
Dentro de las mismas casas vecinales unas eran calificadas como casas enteras, otras 
como tres cuartos de casa, como casas medias y como casas cuartas13. Estas calificaciones 
que encontramos ya en el siglo XVI, fueron utilizadas como medida en los repartos de tierras, 
helechos y otros recursos que se realizaban entre las casas14, y en algunos lugares perduraron 
prácticamente sin variaciones hasta finales del siglo XIX.
Al igual que las calificaciones de las casas, en muchos lugares el número de casas veci-
nales establecido en el siglo XVI apenas varió a lo largo de la Edad Moderna. Las variaciones 
que se dieron en esas cifras se produjeron en su mayor parte por la disminución de casas con ve-
cindad, con la consecuente pérdida de vecinos con derecho en la comunidad. Esta dinámica de 
aumento o disminución de casas con vecinos seguía un curso aparte de la tendencia demográ-
fica de la población y respondía en cierto modo a un mecanismo dirigido al mantenimiento del 
equilibrio entre la población del lugar y unos recursos que en principio permanecían constantes; 
al vincular los derechos a un número determinado de casas, podía crecer la población, podían 
introducirse personas o nuevas familias en el lugar, pero las casas que otorgaban el derecho de 
ser vecino a sus dueños seguían siendo las mismas y en el mismo número15.
Además de la casa existían otros cuerpos de relación de peso en el entramado comu-
nitario como eran la familia, el parentesco, las relaciones de patronazgo y de clientelismo, las 
relaciones de amistad, de paisanaje, las cofradías religiosas, etc. A través de estos vínculos, la 
casa, aparte de ser sujeto de derecho, constituía un elemento relevante en la comunidad por su 
capital relacional16. Las casas de la comunidad formaban entre sí un entramado de relaciones de 
parentesco, afinidad y amistad que contribuía a que los intereses muchas veces se identificasen, 
y a su vez, las enemistades familiares heredadas o contraídas favorecían a que se creasen ban-
dos aparte de los grupos y camarillas diferenciados por cuestiones políticas o económicas.
dans les Pyrénées au Moyen Âge et à l’époque moderne. CNRS-Université de Toulouse-Le Mirail, pp. 279-280 y 
pp. 284-287.
11 Entre otros lugares, hallamos esta consideración en la comunidad de Zubieta, jurisdicción de San Sebastián 
y Usúrbil (AGG, Co HM 164. Zubieta. Año 1755), en la comunidad de Aguinaga de Usúrbil (ARChV, Pleitos 
Civiles, Taboada, Fenecidos, Caja 3568/2, 2º legajo, fol. 70 vto. Años 1787-1790), en la población de Igueldo, 
jurisdicción de San Sebastián (AGG, Co HM 165, fol. 20 vto y ss. Año 1766), en el lugar de Leaburu (ARChV, 
Pleitos Civiles, Lapuerta, Fenecidos, Caja 3610/2, 1er legajo. Petición en nombre de los vecinos de Leaburu de 19 
de Agosto de 1772), etc.
12 GoNZÁLEZ DIoS, E. (2009). “Casa y vecindad…”, op. cit., pp. 277-278.
13 Encontramos estas calificaciones en Zubieta (AGG, Co HM 164. Zubieta. Compulsa del reparto de tierras para 
castañales de 1540), en Aguinaga (AGG, Co UCI 689. Escritura de reparto de tierras baldías de 1568, fols. 5 vto-
14 vto), en la universidad de Vidania, de la alcaldía mayor de Sayaz (ARChV, Pleitos Civiles, Zarandona y Wals, 
Fenecidos, Caja 3325/1, Pieza 3ª, fol. 16 vto. y 22 vto. Años 1788-1791), etc.
14 Véanse por ejemplo los repartos de Aguinaga y Zubieta arriba referidos.
15 GoNZÁLEZ DIoS, E. (2004). “El acceso al aprovechamiento de los montes comunales en comunidades rurales 
de época moderna”. Iura Vasconiae, 1, pp. 556-557.
16 Para la relevancia de la casa véase IMÍZCoZ, J. M. (1996). “Comunidad, red social y élites. Un análisis de la 
vertebración social en el Antiguo Régimen”. En Imízcoz, J. M. (dir.). Elites, poder y red social: las elites del País 
Vasco y Navarra en la Edad Moderna. Bilbao: Universidad del País Vasco, pp. 32-33; MARTÍNEZ RUEDA, F. 
(1994). Los poderes locales en Vizcaya. Del Antiguo Régimen a la Revolución Liberal (1700-1853). Bilbao: IVAP-
Universidad del País Vasco, p. 188; CASEY, J. (1990). Historia de la familia. Madrid: Espasa-Calpe, pp. 75-77.
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El hecho de que entre las casas de los lugares tuviesen que mantener unos bienes en 
común, como podían ser molinos, casas o tierras, ocasionaba que los intereses particulares 
estuviesen necesitados de encontrarse no en pocas ocasiones17 y que fuesen motivos de en-
frentamiento otras tantas. Era la necesidad de contar con parientes, vecinos y allegados para la 
propia supervivencia de la casa lo que contribuía a que se ponderasen en cada caso los puntos 
de tensión y de conflicto, e impulsaba a que las relaciones se cuidasen como bienes ganados por 
la política de la casa18.
La construcción social de la comunidad
La admisión a la vecindad y el ejercicio de ser vecino
En las sociedades de estas aldeas existían jerarquías construidas en base a distintos 
criterios como podían ser la riqueza, la procedencia o extracción familiar, la posición de un 
individuo en las redes de relación, etc. En el plano jurídico la diferencia entre los habitantes 
de estos lugares venía marcada por la obtención de la vecindad. En época moderna poseer la 
condición de vecino significaba ser miembro de pleno derecho de la comunidad. La admisión 
de un particular a la vecindad competía al conjunto de vecinos que formaban el gobierno local, 
y éstos tomaban la decisión de su admisión o no en relación a unos criterios definidos por ese 
mismo conjunto social19. Los pobladores residentes en la localidad que no eran reconocidos 
como vecinos, aún siendo nacidos en el lugar20, eran generalmente denominados moradores, 
habitantes, o residentes21.
En función de los requisitos que se solicitaban en cada lugar para ser vecino se pueden 
observar a grandes rasgos dos procedimientos de admisión. Uno de ellos es el procedimiento 
por el que se exigía cumplir con criterios individuales como pueden ser la residencia continuada 
en el lugar, hidalguía, millares o contar con determinados bienes raíces, mientras que el otro 
17 CARLé, M. C. (1968). Del concejo medieval castellano-leonés. Buenos Aires: Instituto de Historia de España, 
p. 28; SAAVEDRA, P. y SoBRADo, H. (2004). El siglo de las luces. Cultura y vida cotidiana. Madrid: Editorial 
Síntesis, p. 246; LASLETT, P. (1987). El mundo que hemos perdido, explorado de nuevo. Madrid: Alianza Edito-
rial, pp. 104-105.
18 Sobre esta cuestión creemos interesante el estudio de GARCÍA GoNZÁLEZ, F. (2000). Las estrategias de la 
diferencia. Familia y reproducción social en la Sierra. (Alcaraz, siglo XVIII). Madrid: Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación.
19 Entre los autores que refieren a la vecindad para la corona de Castilla, algunos para fechas de época medieval, 
nos encontramos a Ruiz de la Peña Solar, Martínez Llorente, Corral García, etc. Asimismo ha sido estudiada por 
Vassberg y desde la antropología por Freeman y Behar. En la última década se han realizado grandes aportaciones, 
principalmente de la mano de Carzolio y Herzog, y en el ámbito navarro ha sido especialmente trabajada por Flo-
ristán, Imízcoz Beunza y Zabalza Seguín.
20 FLoRISTÁN, A. (1985). “Vecinos residentes y Vecinos foráneos en Navarra a mediados del siglo XVII”. Cua-
dernos de etnología y etnografía de Navarra, Año 17, 45, p. 6.
21 Denominaciones de habitantes, residentes, inquilinos, caseros y arrendatarios constatamos en el ámbito vasco-
navarro, también en Cantabria y en otros lugares de Castilla. Igualmente se ha observado el término de estante en 
Cantabria (CARZoLIo, M. I. (2003). “Vecinos, comunidades de aldea y súbditos del Reino. Identidad política en 
la periferia castellana. Siglos XVI y XVII”. Anales de Historia antigua, medieval y moderna, 35-36, p. 274), y en 
el valle de Arán aquellos residentes sin derechos vecinales recibían el término de estandants (BELTRÁN CoSTA, 
o. (1996). “Economía doméstica y gestión comunal en el Pirineo Central”. En Chamoux, M. N. y Contreras, J. 
(eds.). La gestión comunal de recursos. Economía y poder en las sociedades locales de España y América Latina. 
Barcelona: Icaria. Institut Català d’Antropologia, p. 83).
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procedimiento sería aquél por el que la vecindad se adjudicaba a la casa. Derechos y obliga-
ciones de vecindad eran en este caso honores y privilegios de la casa y su dueño los ejercía en 
representación de ella22. En estos lugares no entraba como vecino ningún particular por rico o 
noble que fuese, si no poseía una casa de las definidas como vecinales. Por lo tanto, en función 
de las formas de acceso a la vecindad podemos encontrar villas y comunidades donde participa-
ban como derecho-habientes los vecinos residentes, y otras localidades donde participaban los 
dueños de determinadas casas, en principio fuesen residentes en el lugar o no.
La vecindad otorgaba a aquél que la poseía derechos políticos en la comunidad, ciertos 
derechos económicos, así como obligaciones en y para la comunidad. Entre los derechos políti-
cos más relevantes los vecinos podían ocupar y ejercer cargos, y asistir e intervenir en reuniones 
y asambleas del concejo local. Por otra parte, los derechos económicos consistían fundamental-
mente en participar de la gestión y el uso de los bienes comunes de la localidad. Concretamente 
eran los vecinos quiénes podían gozar del aprovechamiento de los términos comunales, fuesen 
tierras de cultivo, pastos, montes o bosques, y quiénes participaban del beneficio de los bienes 
propios, por ejemplo, rentas de molinos, de casas-venta o de casas propias de la comunidad, 
etc.
La conflictividad en torno a la vecindad
Por lo general las comunidades eran contrarias a la admisión de particulares a la vecin-
dad. El impedir el acceso a particulares a la vecindad no respondía exclusivamente a que no 
se incrementasen los derecho-habientes en el lugar. La oposición de los vecinos podía deberse 
simplemente a que los particulares les eran desconocidos y por tanto, eran elementos que crea-
ban inseguridad. Su admisión suponía la introducción de un elemento no socializado en la pro-
pia comunidad; la aparición de un individuo con ejercicio y decisión en tierras y términos del 
lugar sobre el cual las costumbres comunitarias tal vez no ejerciesen su efecto de control social. 
Asimismo podía suceder que, siendo personas conocidas en la comunidad, resultasen extrañas 
a los intereses de los vecinos23, o que la introducción de nuevos vecinos con su participación 
política y con su voto pudiese alterar las decisiones de la comunidad24.
En aquellos casos en los que la comunidad se vio obligada a admitir la entrada de un 
particular no deseado, admisiones que generalmente se producían por sentencias judiciales, los 
vecinos aplicaron otros dispositivos dirigidos principalmente al recorte de derechos para que el 
particular entrante no ejerciese de vecino. Así encontramos a los vecinos de las comunidades 
intentando impedir a estos particulares ejercer de representante vecinal, estorbándoles en el 
ejercicio de su administración económica, o excluyéndoles de las reuniones y asambleas ha-
22 La casa como sujeto de derechos y deberes aparece también en otros ámbitos cercanos, por ejemplo, en la tie-
rra de Vizcaya, en la zona de montaña y zona media de Navarra, en el Pirineo aragonés y catalán, en lugares de 
Cantabria, etc.
23 Este es el caso de Antonio de Abalia, vecino de Usúrbil. Antonio resultaba ser extraño para los vecinos de la 
comunidad de Zubieta cuando quiso comprar la casa vecinal de Echenagusia (AGG, Co LCI 1208, fol. 2 r° y 2 
vto. Año 1642) pero anteriormente ya había sido inquilino en una casa de la misma comunidad (ARChV, Pleitos 
Civiles, Lapuerta, Fenecidos, Caja 3155/4, fols. 19 vto-20 rº y fol. 42 rº. Años 1663-1681).
24 Por ejemplo, en la universidad de Vidania se denunció que la entrada a la vecindad de Miguel Antonio de Camio 
se produjo con la intención de cambiar el sentido de los votos para la vacante de la rectoría de la universidad (AR-
ChV, Pleitos Civiles, Zarandona y Wals, Fenecidos, Caja 3325/1, Pieza 3ª, fol. 17 rº y vto. Años 1788-1791).
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bituales25. Este tipo de obstaculizaciones también fueron dirigidas contra vecinos que gozaban 
de esta condición por herencia de sus padres y abuelos, pues la limitación en el ejercicio de los 
derechos vecinales era también utilizada como medio de discriminación contra particulares que 
cometían actividades que resultaban perjudiciales al conjunto de vecinos26.
Si bien, a pesar de las discriminaciones que el conjunto de vecinos podía dirigir sobre 
algún particular, su ejercicio no creaba situaciones de marginación. Salvando los casos en los 
que la conflictividad llegó a una tensión extrema, una vez que el particular desistía de sus inte-
reses o se resolvía el motivo de discordia, los vecinos solían suspender las medidas adoptadas 
contra él.
Dinámicas de cambio: restricciones y ampliación del grupo vecinal  
Avanzado el siglo XVII se observa una tendencia de incremento del número de natura-
les o residentes que no tenían derechos en las comunidades27. Esto se debe entre otras causas, 
al aumento de la población28, a la creación de nuevas restricciones dentro de las comunidades29, 
pero también a la concentración de casas con derechos en un mismo dueño. El número de ve-
cinos descendía a la vez que los arrendatarios aumentaban, y no de forma proporcional, pues 
cada casa podía ser arrendada a una o más familias de arrendatarios mientras que en las casas 
vecinales habitadas por sus dueños se seguía practicando el sistema de heredero único. En con-
secuencia, el grupo vecinal residente dentro de la población disminuía, y la capacidad de tomar 
las decisiones de la localidad quedaba en manos de un grupo restringido cada vez más reducido 
cuando eran decisiones que afectaban a un conjunto de población cada vez más amplio30.
A mediados del siglo XIX en muchas poblaciones todavía se diferenciaba entre unos 
vecinos y otros residentes habitantes. Sin embargo en algunos lugares, desde la segunda mitad 
del siglo XVIII y más aún en el XIX, se producirá la ampliación del contingente vecinal a me-
dida que se va difundiendo la percepción y consideración de que un particular es vecino por 
25 Estos motivos enfrentaron a los vecinos de la comunidad de Zubieta contra Pedro de Aristizabal (AGG, CO LCI 
4374, fol. 53 rº y vto. Año 1796; AGG, Co MCI 3372. Año 1751), contra Matías Gardel (AGG, Co LCI 4344. 
Año 1796; AGG, Co LCI 4374. Año 1796; ARChV, Pleitos Civiles, Zarandona y Wals, Fenecidos. Caja 3376/2. 
Años 1796-1797), y a los vecinos de Igueldo contra Ángel Pérez (AGG, JD IM 2/17/130. Carta de Ángel Pérez a 
9 de Diciembre de 1803; AMSS, C/5/I/1687/7. Años 1815-1844. Papeles sueltos. Carta de Agustín de Eraunseta y 
José Ángel de Berridi a 16 de Marzo de 1816).
26 Entre otros casos y con motivo de ocupar el cargo de jurado, los vecinos de Igueldo pleitearon contra Esteban 
de Balda, los de Zubieta contra Baltasar de Echenagusia (AGG, Co MCI 1480. Año 1632) y contra Esteban de 
Irigoyen Araeta (AGG, Co LCI 1896. Año 1723), los de Aguinaga contra Juanes de ondalgorri Irazazabal (AGG, 
Co LCI 934. Año 1636), etc.
27 ARIZCUN CELA, A. (1988). Economía y sociedad en un Valle pirenaico de Antiguo Régimen. Baztan (1600-
1841). Pamplona: Príncipe de Viana, p. 371; IMÍZCoZ, J. M. (1992). “Tierra y sociedad en la montaña de Navarra: 
los comunes y los usos comunitarios del Antiguo al Nuevo Régimen. Siglos XVIII-XX”. Príncipe de Viana, Anejo 
16, pp. 176-177; MADARIAGA, J. y SERRALVo, J. (1998). “El sistema vecinal y sus categorías en Navarra a 
finales del Antiguo Régimen”. Huarte de San Juan. Geografía e historia, 5, p. 225.
28 Ibídem, pp. 226-227. 
29 ZABALZA SEGUÍN, A. (2004). “Del concejo al municipio: la propiedad comunal en la Navarra Moderna”. Iura 
Vasconiae, 1, p. 248; CARZoLIo, M. I. (2003). “Vecinos, comunidades de aldea y súbditos del Reino...”, op. cit., 
pp. 281-282.
30 En el lugar de Leaburu ya se apreciaba cómo el gobierno del lugar quedaba en un número concreto de sujetos 
“(...) enajenando los actuales poseedores sus casas, ô juntándose en un poseedor por casamientos, herencias, ô en 
otra forma (...)” (AMT, E/6/III/16/8, fols. 200 vto-201 rº. Año 1770-1772).
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ser residente en un lugar, cumpliendo claro está, con ciertos requisitos exigidos por el resto de 
vecinos. En algunas comunidades guipuzcoanas comenzaron a considerar vecinos a los inqui-
linos y arrendatarios residentes en el lugar por ciertos periodos de tiempo, pero esta extensión 
de la categoría de vecindad a una parte mayor de la población se produjo sin aparejar plenos 
derechos de participación política. Los derechos que permitían a los vecinos ejercer cargos e 
intervenir en las reuniones y asambleas del gobierno local quedarían todavía en manos de los 
antiguos derecho-habientes, de forma que en este proceso la vecindad fue vaciándose de su 
contenido político31.
Los términos y bienes de la comunidad
La gestión y regulación de los bienes comunales
En cuanto a los bienes comunales de las comunidades, estos bienes por ser comunales 
no tenían por qué ser de libre acceso al aprovechamiento para todos los individuos32. Hemos se-
ñalado cómo en estos lugares el derecho de aprovechamiento en los bienes comunes pertenecía 
a los vecinos, y de hecho, entre los mismos vecinos existían diferencias en el acceso33. El acceso 
restringido a los aprovechamientos se ha observado como respuesta a la necesidad de mantener 
el equilibrio entre la población y unos recursos limitados34, pero la regulación también era diri-
gida a ordenar los usos entre los mismos vecinos residentes con derechos de aprovechamiento35. 
Por medio de esta regulación se determinaba en qué lugares y términos eran permitidas unas u 
otras actividades, durante qué periodos de tiempo, qué especies de ganado podían pastar y en 
qué parajes36, etc., de forma que el margen de actuación de los vecinos quedaba bien definido.
Sin embargo, al margen de las disposiciones que acordaban las comunidades, los usos 
reales por parte de vecinos y moradores eran más amplios y las prácticas mucho más distendidas. 
Las redes de patronazgo, amistad y parentesco tejidas entre los habitantes de las comunidades 
favorecían el acceso a los recursos a aquellos que no gozaban de derechos de aprovechamiento. 
31 Un claro ejemplo hallamos en la población de Alza, de San Sebastián. En esta población se obligó por sentencia a 
reconocer la vecindad a moradores con hidalguía, millares, etc., pero inmediatamente se abrió en este nuevo grupo 
vecinal una distinción entre unos vecinos concejantes, que conservaron en ellos los derechos de participación po-
lítica, y otros vecinos moradores, que eran los moradores recién admitidos a la vecindad (AMSS, Documentación 
de la Población de Alza, Caja 48, exp. 10 y exp. 8; AGG, Co LCI 3153. Año 1761).
32 GoNZÁLEZ DIoS, E. (2004). “El acceso al aprovechamiento…”, op. cit., pp. 553-558.
33 GARCÍA SANZ, A. (1980). “Bienes y derechos comunales y el proceso de su privatización en Castilla duran-
te los siglos XVI y XVII: el caso de tierras de Segovia”. Hispania, 144, p. 107; SABIo, A. (1997). Los montes 
públicos en Huesca (1859-1930): El bosque no se improvisa. Huesca: Instituto de Estudios Altoaragoneses, pp. 
117-118, y del mismo (2002). Tierra, comunal y capitalismo agrario en Aragón. Uso de los recursos naturales 
y campesinado en Cinco Villas, 1830-1935. Zaragoza: Institución Fernando el Católico, p. 299; BALBoA, X. 
(2002). “Al margen de la ley. La defensa de los montes vecinales en Galicia (1848-1968)”. En Dios de Dios, S.; 
Infante, J.; Robledo, R. y Torijano, E. (coords.). Historia de la propiedad en España; bienes comunales, pasado y 
presente. Salamanca: Centro de Estudios Registrales, p. 458.
34 BATISTA, J. A. (1996). “La falacia de los comunes “abiertos”: restricciones de acceso en un recurso de propie-
dad común”. En Chamoux, M. N. y Contreras, J. (eds.). La gestión comunal..., op. cit., pp. 55-57.
35 GoNZÁLEZ DIoS, E. (2004). “El acceso al aprovechamiento…”, op. cit., pp. 560-561 y p. 565.
36 Véanse por ejemplo las disposiciones adoptadas por los vecinos de oreja, jurisdicción de Tolosa, para la con-
servación de sus términos (AGG, PT 43, fols. 503 rº-505 rº. Escribanía de Domingo de Aburruza, de Tolosa. 4 de 
abril de 1566).
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Es más, existían canales dirigidos por la propia comunidad de vecinos por los que se abría la 
posibilidad a moradores e inquilinos de realizar ciertos aprovechamientos en los comunales. Si 
bien, serán los vecinos quienes conserven los derechos de usufructo, de forma que, ante situa-
ciones en las que el equilibrio peligraba, los vecinos conservaban por derecho la capacidad de 
poder excluir al resto de los habitantes37.
Además de las redes de sociabilidad, favorecía también el acceso a los aprovechamien-
tos en los montes y bosques comunales los valores sociales y las costumbres propias de «eco-
nomía moral». Por medio de estos valores se producía la redistribución de parte de los recursos 
a los menos favorecidos38, y la trasgresión de esas prácticas suponía tener que enfrentarse a me-
didas informales de tipo disciplinario por el resto de la comunidad social, ya fuese provocada 
esa ruptura por un vecino particular como por una autoridad ajena o propia al lugar. 
La propiedad de los montes comunales y su particularización
En el transcurso de la época moderna, en algunas poblaciones guipuzcoanas la propie-
dad de los bienes comunales se entendió como propiedad particular de los vecinos, régimen 
que no es exclusivo de pequeñas comunidades dependientes. En otras comunidades se con-
cibieron como propiedad de cierto número de casas del lugar, siendo estas casas las antiguas 
casas vecinales39. Bajo las reformas administrativas de los siglos XVIII y XIX, en la no identifi-
cación entre comunidad y municipio, los vecinos de algunas comunidades sufrieron un proceso 
de reestructuración bajo el que finalmente concibieron sus instituciones como sociedades de 
tipo privado, y el derecho de aprovechamiento que poseían los antiguos vecinos en los bienes 
comunes se tradujo en una participación en las propiedades colectivas que en algunos casos 
llegaron a denominar acciones. En estas comunidades, términos, montes y otros bienes fueron 
declarados como propios de los socios particulares, siendo éstos los dueños de las casas vecina-
les40, y pasaron a ser interesados en los bienes por acciones enteras, medias o cuartas.
Durante la segunda mitad del siglo XIX y bajo el contexto del proceso desamortizador, 
algunas comunidades tomaron la decisión de repartir bienes, términos y montes entre sus veci-
nos. En algunos casos la distribución de las parcelas se realizó siguiendo las proporciones esta-
blecidas para los repartos de los productos entre las casas, o las acciones correspondientes. Pero 
cada caso tiene sus particularidades, ya que en ciertos lugares se declaró la titularidad privada 
de los términos y bienes sin producirse su distribución en lotes de forma inmediata41.
37 GoNZÁLEZ DIoS, E. (2004). “El acceso al aprovechamiento…”. op. cit., pp. 564-567.
38 Por ejemplo, en algunas comunidades las casas con derechos cedían parte de los productos de los comunales que 
les correspondían en los repartos, productos como helechos, argomas, hoja, etc., a sus casas anexas (AGG, Co LCI 
3195, fol. 109 vto. Año 1762).
39 Para profundizar en el régimen de propiedad vecinal que se desarrolló en algunas comunidades véase GoNZÁ-
LEZ DIOS, E. (2007). “Los montes vecinales en las comunidades rurales guipuzcoanas”. Sancho el Sabio, 27, pp. 
11-38.
40 Ibídem, pp. 34-35.
41 Este es el caso de los Montes Francos de Urnieta. La propiedad de estos montes se inscribió en el Registro el 28 
de Julio del año 1868 y se llegó a decidir efectuar su repartición entre los interesados (AMU (Archivo Municipal 
de Urnieta), Libro de Actas de la Comunidad de los Montes Francos de la villa de Urnieta, Zillegi I, reunión del 25 
de Noviembre de 1890. Ejemplar fotocopiado), si bien, un grupo de ellos se opuso y elevó sus quejas a la Provincia
 
quedando sin efecto el reparto (AMU, Expediente instruido para practicar una información a fin de esclarecer 
ciertos puntos relacionados con los derechos de la Comunidad de Montes Francos y del vecindario de la villa de 
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La particularización y privatización de los comunales entre finales del siglo XVIII y el 
siglo XIX fue consecuencia y resultado de la conjunción de varios factores. Por un lado nos en-
contramos con la crítica situación de las haciendas locales, que veían en las ventas de los bienes 
concejiles y comunales un recurso para sanear su economía. Además de las ventas, las parcelas 
del común enajenadas a particulares en ocasiones fueron concedidas en compensación a ade-
lantos de dinero realizados por estos particulares para cubrir gastos de los concejos42. A esta 
situación se sumaron los empujes individualistas que pretendían liberalizar la tierra, los cuales 
se exteriorizan claramente en los desacuerdos surgidos entre los mismos vecinos por la distribu-
ción de los productos procedentes de los comunales43. Igualmente influyó en la privatización de 
los comunales la intervención del Estado con la legislación desamortizadora, así como el recelo 
que ésta provocó en los vecinos sobre una posible expropiación44. En este proceso intervinieron 
agentes e instituciones externas, pero las instituciones locales de las comunidades y sus diri-
gentes tuvieron un papel protagonista con las decisiones que adoptaron sobre sus recursos. Las 
razones que impulsaron definitivamente a las comunidades a la distribución de bienes serían 
diversas y no en todos los lugares actuaron por igual ni ayuntamientos, ni oligarquías locales, 
ni los menos favorecidos45. 
En cuanto a las repercusiones de los repartos de bienes comunales para el campesinado 
menos favorecido, en primer lugar, los usufructos en el monte dejan de depender de las licen-
cias o permisos de la comunidad. Ahora deben procurarse a través de arreglos o contratos con 
los particulares que habían recibido los lotes. Con ello se rompe con uno de los mecanismos 
de redistribución comunitaria de los recursos para acentuar las dependencias de tipo dueño-
arrendador y las redes clientelares. Por otro lado, los usufructos se mercantilizan46; una vez que 
la casa vecinal deja de ser el medio para acceder a los aprovechamientos en los comunales, y 
una vez que los bienes comunes se han lotificado, las casas y parcelas pueden venderse en el 
mercado como bienes separados. Entraban en el mercado junto con las tierras y bienes des-
amortizados, libres de sujeciones, compromisos y de deberes de reciprocidad comunitarios.
Conclusiones
Son distintos los aspectos que dan cuenta de la diversidad de las organizaciones veci-
nales. Cada localidad y sus instituciones eran únicas pero los significados que los hombres de 
esas comunidades atribuyeron a términos como territorio, jurisdicción, comunidad y vecindad 
Urnieta, 1891. Ejemplar fotocopiado).
42 Por ejemplo, el reparto de tierras concejiles que realizó el lugar de Gaztelu en 1810 (AGG, PT 676, fol. 227 rº-
291 rº. Escribanía de Agustín de Albisu, de Tolosa. 30 de Mayo de 1810).
43 Así puede apreciarse en los conflictos abiertos en los lugares de Larraul (AMA (Archivo Municipal de Asteasu), 
E/5/I/136/10. Año 1789), Irura (AGG, JD IM 2/20/40. Año 1815), Hernialde (AGG, Co LCI 3195. Año 1762), 
etc.
44 En la comunidad de Montes Francos de Hernani manifestaron “(...) que por el temor de que el Gobierno se apro-
piara los montes de la Comunidad, trataban de repartirlos entre los derecho-habientes” (AMH (Archivo Municipal 
de Hernani), C/5/II/7, Libro de Ayuntamientos y acuerdos de la Comunidad de vecinos y moradores derecho-
habientes en los Montes Francos de Urumea. Años 1796-1886, Junta de 3 de Febrero de 1868).
45 SERNA VALLEJo, M. (2004). “Desamortización y venta de bienes comunales”. Iura Vasconiae, 1, p. 409; 
LóPEZ ESTUDILLo, A. (2002). “Prácticas comunales y patrimonio público en la Historia”. En Dios de Dios, 
S.; Infante, J.; Robledo, R. y Torijano, E. (coords.). Historia de la propiedad en España; bienes comunales..., op. 
cit., pp. 638-639.
46 SABIo, A. (1997). Los montes públicos en Huesca..., op. cit., pp. 137-140.
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responden a un sustrato cultural común. Ese sustrato se percibe en aspectos institucionales, so-
ciales y económicos. Como hemos visto, eran similares las percepciones que mantenían de su 
incardinación y de sus relaciones de dependencia-autonomía respecto a su cabeza de jurisdic-
ción, y también lo eran otros elementos de orden institucional como las funciones que atribuían 
a sus representantes en y para la comunidad o el valor que otorgaban a la costumbre. Entre 
los aspectos sociales, los hombres de estas comunidades compartían valores como el enalteci-
miento de la hidalguía y del privilegio, hacían uso del parentesco como medio de reproducción 
social y cultural, compartían la distinción jurídica entre los habitantes por medio de la vecindad 
y mantenían unas formas de conflictividad y de resolución de conflictos semejantes. En cuanto 
a los aspectos económicos seguían principios proteccionistas propios de economías de subsis-
tencia, compartían mecanismos de redistribución, reciprocidad e intercambio de trabajo, man-
tenían comportamientos y valores de economía moral y practicaban un régimen de derechos de 
aprovechamiento en el común similar. 
Dentro de las posibles líneas de estudio que presentan estos lugares, en estas páginas 
hemos atendido de forma prioritaria los aspectos organizativos de sus sociedades y no tanto los 
procesos de cambio, procesos que esperamos tratar con mayor profundidad en otra ocasión. De-
jando de lado las dinámicas de cambio a corto plazo que pueden apreciarse en distintos aspectos 
de estas sociedades, en el transcurso de la Edad Moderna se constata en ellas dos momentos o 
periodos de transformación de mayor alcance. El primero de ellos se desarrolla entre mediados 
del siglo XVI y mediados del XVII. En este periodo se produce un fenómeno de repliegue y 
confinamiento en distintos ámbitos; a medida que nos adentramos en el XVII el dinamismo 
en la entrada y salida de dueños de las casas es menor, los derechos se fueron vinculando a un 
número determinado de éstas y se fue restringiendo la admisión a la vecindad. La imagen de la 
sociedad de la primera mitad del siglo XVI es la de una sociedad dinámica y abierta mientras 
que la que se va forjando a medida que nos adentramos en fechas del siglo XVII es la de una 
sociedad que se ha replegado en torno a la casa, la tierra y el privilegio. El segundo periodo de 
grandes modificaciones es el que transcurre desde mediados del siglo XVIII hacia el XIX. Es a 
partir de mediados del siglo XVIII cuando comienza a cuestionarse el ordenamiento anterior; 
se incrementó la presión sobre la tierra, aparecieron desacuerdos entre los vecinos respecto a la 
distribución de los recursos de los comunales y signos evidentes de un cambio de valores. Los 
usos privativos en el comunal fueron ganando peso frente al orden anterior regido por princi-
pios colectivos, la casa pierde valor como referente en la comunidad, y cambia la concepción 
sobre el individuo y sobre la propiedad.
Para terminar, se abren numerosas líneas que necesitan de un estudio específico. Nos 
queda mucho por conocer sobre el funcionamiento de sus instituciones locales, por ejemplo, 
sobre cuestiones referentes a las tomas de decisión de sus gobiernos. Aún no conocemos bien 
la creación de jerarquías internas en base a la posición en las redes de relación, los deberes y 
obligaciones propias de las relaciones patrón-inquilino, o los sistemas de intercambios de ayuda 
y asistencia en las tareas agrícolas de las casas. Por nuestra parte, creemos que una línea intere-
sante de estudio es conocer la conflictividad o ausencia de la misma, entre aquellos que poseían 
los derechos y los que no, en aquellos momentos en los que comienzan a fallar los modelos de 
autoridad tradicional y se producen los primeros visos de desconfianza hacia la gestión de las 
autoridades locales, y sobre todo, en el momento en el que los vecinos decidieron distribuir la 
propiedad de los montes comunales en lotes.
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